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Suprema Corte:

La Sala “E”, de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, confirmó la i
i
i

resolución del la juez de grado de fs. 299/232, que había admitido la demanda de amparo y, : 

en consecuencia, había condenado al de E e I  M ' 

(  a otorgar al menor en cuya representación se promovió la acción, en su condición 

de afiliado, sin topes ni límites, la medicación psiquiátrica solicitada en autos, 120 pañales i: 

descartables mensuales, silla de ruedas con arnés de tronco, apoya pies y sostén cefálico, 

con chasis ultraliviano y plegable (v. fs. 278/281).

Para así decidir, señaló que la ley 24.754 prescribe que las empresas o 

entidades que prestan servicios de medicina prepaga deberán cubrir, como mínimo, las 

mismas prestaciones obligatorias dispuestas para las obras sociales, conforme lo 

establecido por las leyes 23.660, 23.661 y 24.445 y sus respectivas reglamentaciones. Por 

otra parte -prosiguió- la ley 24.431, establece un régimen de protección integral de las 

personas discapacítadas, y la ley 24.901, instituye un sistema de prestaciones básicas de ¡ 

atención a favor de estas personas, disponiendo que las obras sociales tendrán a su cargo 

con carácter obligatorio la cobertura total de las prestaciones enunciadas en la ley.

Destacó que, en el caso, no está discutido que el menor, que ahora tiene 17 

años, padezca de una parálisis cerebral severa, la que está debidamente acreditada con el 

certificado de fs. 30/31, expedido de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3o de la ley 

22.431. Puntualizó que se encuentra explicado en la causa que la afección que reviste el 

menor se expresa como cuadripresia espástica, retraso global del neurodesarrollo y f¡¡ 

epilepsia. Tras referirse a diversas constancias de autos, expresó que la demandada no ■ 

pudo pretender que la parte acudiera a otra vía cuando ya había agotado la instancia 

administrativa con resultado negativo y la urgencia del requerimiento así lo amerita.



Coincidió con la juez de grado en que las prestaciones requeridas se 

encuentran contempladas en los artículos 15, 18, 19, 27 y concordantes de la ley 24.901. 

Dijo que, asimismo, la ley 25.404, de protección y garantías para personas que padezcan 

epilepsia, prescribe que las prestaciones médico asistenciales a que hace referencia quedan 

incorporadas de pleno derecho al Programa Médico Obligatorio del Ministerio de Salud.

Juzgó que si la demandada aceptó la aplicación de la ley 24.754, no puede 

alegar que la ley 24.901 no le es aplicable, y ello por cuanto las prestaciones que reconoce 

el Programa Mínimo Obligatorio no constituye un elenco cerrado, e insusceptible de ser 

modificado con el tiempo en beneficio de los afiliados. Sostuvo que la interpretación que 

propugna la demandada importaría en los hechos excluir aquellos que precisamente optaron 

por adherir a un sistema con la expectativa de contar con la mejor y más amplia cobertura a 

la que sus posibilidades económicas les permita acceder.

-II-

Contra este pronunciamiento la parte demandada interpuso el recurso 

extraordinario de fs. 284/302 vta., cuya denegatoria de fs. 314, motiva la presente queja.

Tacha de arbitraria a la sentencia y reprocha, en primer lugar, que no se 

tuvieron en cuenta las cláusulas contenidas en el contrato celebrado entre las partes, ni las 

disposiciones que contienen el Reglamento General y el plan al que se afiliaron los 

amparistas. En especial -prosigue- omitió analizar la incorporación al Reglamento General 

del de prestaciones dispuestas por el Programa Médico Obligatorio aplicable a las 

entidades de medicina prepaga, aprobado por Resolución 247/96 del Ministerio de Salud. 

Expone que tampoco consideró que la ley 24.754, no menciona a las leyes 22.431, 24.901 y 

25.404, ni otorgó facultad alguna al Ministerio de Salud ni a la Superintendencia de Servicios 

de Salud para crear, ampliar, modificar o incorporar en el futuro prestaciones médicas 

obligatorias para las entidades de medicina prepaga, ni las designó como autoridades de 

aplicación de dicha ley, ni las facultó para ejercer el control de su cumplimiento por parte de-
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éstas. Esta es la razón por la cual todas las resoluciones y normas que se dictaron con 

posterioridad a la ley 24.754 para las Obras Sociales no le resultan aplicables.

Sostiene que esta ley no se refiere a las prestaciones sociales (como . 

pañales y sillas de ruedas), con lo cual es evidente que la Alzada realizó una actividad 

legislativa vedada a los jueces por la Constitución Nacional.

Reitera que el Ministerio de Salud y la Superintendencia de Servicios de 

Salud, no constituyen autoridades de aplicación de la ley 24.754, y alega que, para el caso 

hipotético que así se entendiere, deberá considerarse lo prescripto por el punto 7.5 del 

Anexo I del Programa Medico Obligatorio de Emergencia (PMOE), resolución N° 201/2002 

del Ministerio dé Salud, que reemplaza -según la recurrente- a la Resolución N° 939/00. La 

citada disposición establece que tendrán cobertura del 100% con financiamiento del Fondo 

Solidario de Redistribución los Programas Especiales de la Administración de Programas 

Especiales (APE) y los programas comprendidos en leyes de protección de grupos, 

vulnerables (el subrayado es de la recurrente). De ello infiere que resulta injusto obligara las 

entidades de medicina prepaga a otorgar por sí solas una cobertura que hoy sólo prestan 

Obras Sociales con subsidios estatales, a los que o puede acceder.

Con respecto a los fundamentos del fallo en torno a lo dispuesto por la 

Constitución Nacional y en tratados internacionales en cuanto a la vida y la salud, afirma que 

es el Estado el único obligado a preservar la salud de la población y adoptar las medidas 

necesarias tendientes a ello, y que el incumplimiento de deberes a su cargo, no puede ser 

fuente de obligaciones civiles para los particulares.

¡ i¡ ¡I!!

Cabe tener presente, en primer lugar, que en virtud de la ley 24.754, cuya 

constitucionajidad no ataca la recurrente, las empresas o entidades que presten servicios de '■ 

medicina prepaga deberán cubrir, como mínimo, en sus planes de cobertura médico ¿ 

asistencial las mismas prestaciones obligatorias dispuestas para las obras sociales,



prestaciones entre las que se encuentran las establecidas en el Programa Médico 

Obligatorio (PMO). Dicho PMO fue aprobado mediante la Resolución General 247/96 del 

Ministerio de Salud (e incorporado al Reglamento General del según lo reconoce la 

apelante), entendiéndose por tal, el régimen de Asistencia Obligatorio para todas las Obras 

Sociales del sistema de las Leyes 23.660 y 23.661.

de seguro deberán desarrollar un programa de prestaciones de salud, a cuyo efecto la 

autoridad de aplicación establecerá y actualizará periódicamente, de acuerdo a lo normado 

por la Secretaría de Salud de la Nación, las prestaciones que deberán otorgarse 

obligatoriamente, "dentro de las cuales deberán incluirse todas aquéllas que requieran la 

rehabilitación de las personas discapacitadas". En este marco, resulta inaceptable la 

impugnación de la recurrente en orden a desconocer la facultad del Ministerio de Salud y 

Acción Social para disponer prestaciones médicas obligatorias, del mismo modo que 

deviene inconducente la circunstancia de que las prestaciones en cuestión fueran impuestas 

con posterioridad a la asimilación de las entidades de medicina prepaga a las obras 

sociales.

Corresponde señalar, además, que el artículo 2° de la ley 24.901, prescribe 

que las obras sociales, comprendiendo en tal concepto las entidades enunciadas en el 

artículo 1° de la ley 23.660, tendrán a su cargo con carácter obligatorio, la cobertura total de 

las prestaciones básicas enunciadas en la presente ley, que necesiten las personas 

discapacitadas afiliadas a las mismas. Al tener presente que el inciso “h", del artículo 1o, de 

la ley 23.660, menciona a “toda otra entidad creada o a crearse que, no encuadrándose en 

la enumeración precedente, tenga como fin lo establecido en la presente ley”, y que la ley

24.754 impone a las entidades de medicina prepaga cubrir las mismas prestaciones 

obligatorias que las obras sociales, no cabe sino concluir que estas entidades deben cubrir 

todas las prestaciones de la ley 24.901.

Precisamente esta última ley, en su artículo 28, establece que los agentes

4
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Cabe agregar, a todo evento, la Resolución 939/00 del Ministerio de Salud 

(del mismo carácter que la 247/96 cuyos beneficios, como se ha visto, la apelante reconoce 

haber incorporado al Reglamento General de la Institución), en su Anexo I, bajo los 

subtítulos "Programa Médico Obligatorio” -  “Definición”, estableció que: “Es el Programa de j

Salud de cumplimiento obligatorio para todos los Agentes del Sistema Nacional del Seguro

de Salud y aquellos que en el futuro adhieran al mismo. Se desarrolla sobre la base de

estrategias de Atención Primaria de la Salud, privilegiando las acciones de prevención. Se ¡

encuentra alcanzado por lo establecido en las leves 24.455 y 24.901, en los Decretos 

1424/97 y 1193/98 y en las Resoluciones MSYAS 625/97, 301/99, 542/99 y 791/99...". No 

dejo de advertir que la Resolución 201/2002 del Ministerio aludido, en su artículo 5o, 

suspendió los efectos de la resolución 939/00, mas ello no altera el aspecto conceptual del • 

Programa Médico Obligatorio definido en esa norma y transcripto precedentemente. En 

efecto, en los considerandos de la citada Resolución 201/2002, segundo párrafo, se expresa 

que el decreto 486/2002 (que declaró la Emergencia Sanitaria, en todo el país) faculta al 

Ministerio de Salud para definir en un plazo de treinta días, en el marco del Programa 

Médico Obligatorio ÍP.M.O.') aprobado por resolución 939/2000 del eitado Ministerio y sus 

modificaciones, las prestaciones básicas esenciales que comprende la emergencia sanitaria.

Y más adelante, en el Anexo II, de la Resolución 201/2000, bajo el título “Catálogo de 

Prestaciones”, en el último párrafo se establece que “La prácticas aquí normatizadas son 

aquellas que fueron definidas en la resolución 939/2000 MS y fueron evaluadas por el 

Equipo de Evaluación de Tecnología Sanitaria que sobre la base de la metodología de 

Medicina Basada en la Evidencia ha analizado la literatura nacional e internacional, 1 

comparando con Agencias de Evaluación de Tecnología y las políticas de cobertura de otros 

países del mundo(...).(los subrayados me pertenecen).

En conclusión, sobre la base del plexo normativo precedentemente

examinado, no cabe sino razonar que las personas afectadas con discapacidad se
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encuentran incluidas en las prestaciones básicas de habilitación y rehabilitación 

incorporadas por el Programa Médico Obligatorio, cuyas prestaciones resultan imperativas

para las entidades de medicina prepaga. 

i Con relación a los agravios relativos a la omisión de tener en cuenta las

cláusulas contractuales, y a que las entidades de medicina prepaga deben cubrir las

ji prestaciones médicas, y no las sociales, procede recordar que el Tribunal tiene establecido

que, si bien la actividad que asumen las empresas de medicina prepaga presenta rasgos

'■ mercantiles (arts. 7 y 8, Inc. 5 del Código de Comercio), en tanto ellas tienden a proteger las

garantías a la vida, salud, seguridad e integridad de las personas, adquieren también un

compromiso social con sus usuarios, que obsta a que puedan desconocer un contrato, o,

|  com o ocurre en el s u M te ,  invocar sus cláusulas para apartarse de  obligaciones Im puestas

por la ley (v. doctrina de Fallos:325:676), so consecuencia de contrariar su propio objeto que

! debe efectivamente asegurar a los beneficiarios las coberturas tanto pactadas como

) legalmente establecidas (v. doctrina de Fallos: 324:677). Ha dicho, asimismo, que la ley

24.754 representa un instrumento al que recurre el derecho a fin de equilibrar la medicina y

la economía, puesto que pondera los delicados intereses en juego, integridad psicofísica,

salud y vida de las personas, asi como también que más allá de su constitución como

empresas los entes de medicina prepaga tienen a su cargo una trascendental función social

que está por encima de toda cuestión comercial (v. doctrina de Fallos: 324:754, voto del Dr.

Adolfo Roberto Vázquez).
Finalmente, en cuanto a la aseveración de la apelante en el sentido de que

el Estado es el único obligado a preservar la salud de la población y adoptar las medidas

| tendientes a ello, no puede escapar a este examen, en primer término, que la protección y la

asistencia Integral a la discapacidad constituye una política pública de  nuestro país; y, en

1 1  segundo, que lo decidido en  el s u b j íe  com prom ete el "interés su p e rio r de un menor, cuya

| |  tu tela encarece , e levándolo a. rango de  principio, la  C onvención S obre los D e r e c h o s ^

;|i|
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Niño (v. Fallos: 318:1269; 322:2701; 323:854, 2021; 2388; 3229; 324:122, 908, 1672) dé 

jerarquía constitucional con arreglo al artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional (v. |  

Fallos- 3181269; 319:3370; 320:1292; 322:328; 323:854; 325.292). A este respecto
, II

conviene recordar que los menores, máxime en circunstancias en que se encuentra !,|

comprometida su salud y normal desarrollo, a más de la especial atención que necesitan de (jlj

quienes están directamente obligados a su cuidado, requieren también la de los jueces y de | |  

la sociedad toda. De allí que la consideración primordial del interés del niño viene, por una 

parte, tanto a orientar como a condicionar la decisión de los jueces llamados al juzgamiento

en estos casos (v. doctrina de Fallos: 322:2701 y 324:122, entre otros), y por otra, no admite i
i

que pueda ser dejada de lado por una entidad de medicina prepaga, so pretexto de atenerse j||!
Jestrictamente a cláusulas contractuales y sostener que el Estado es el único obligado a 

resguardar la salud de la población. Ello es así, pues, ante la iniciativa personal del 

particular que se abona a un sistema de medicina prepaga o afilia a una obra social, le !;¡: 

corresponde al Estado no satisfacer la prestación en forma directa, sino vigilar y controlar 

que las prestadoras cumplan su obligación (v. doctrina de Fallos: 324:754, voto del Dr. 

Adolfo Roberto Vázquez). Asimismo, a partir de lo dicho por V.E., particularmente, en Fallos: 

321:1684 y 323:1339, ha quedado en claro el derecho 'a la preservación de la salud 

-comprendido dentro del derecho a la vida- y la obligación impostergable, que tiene la 

autoridad pública de garantizar ese derecho con acciones positivas, pero que ello es sin 

perjuicio de las obligaciones que corresponden a las jurisdicciones locales, obras sociales y 

entidades de medicina prepaga sobre el tema.

Por ello, y demás razones expuestas al dictaminar en el día de la fecha ¡n re:

A. 804, L. XLI, Recurso de hecho deducido por Giselle M. Arvilly por sí y por su hija menor 

Julieta Crupnik en los autos “Arvilly, Giselle Marina c/ Swiss Medical S.A.”, opino que debe 

desestimarse la presente queja.
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